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PETICIÓN INTERESTATAL PI-02

ADMISIBILIDAD

FRANKLIN GUILLERMO AISALLA MOLINA
ECUADOR - COLOMBIA

21 de octubre de 2010

I.
RESUMEN

1. El 11 de junio de 2009, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la "Comisión Interamericana", “la Comisión” o “CIDH”) recibió una comunicación presentada por el Estado de Ecuador en la que se alega que el Estado de Colombia incurrió en la violación de los artículos 4.1 (Derecho a la vida), 5.1 (Derecho a la integridad personal), 8.1 y 8.2 (Garantías Judiciales) y 25.1  (Protección Judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”) en conexión con el artículo 1.1 (Obligación de respetar los derechos) del mismo instrumento, en perjuicio del ciudadano ecuatoriano Franklin Guillermo Aisalla Molina por su presunta ejecución extrajudicial por parte de agentes de la fuerza pública de Colombia en el marco de la “Operación Fénix” llevada a cabo el 1 de marzo de 2008 en territorio ecuatoriano.

2. En virtud de que tanto el Estado de Colombia como el Estado de Ecuador depositaron sus declaraciones de reconocimiento de la competencia de la Comisión para recibir y examinar comunicaciones entre Estados, el 20 de julio de 2009 la CIDH decidió tramitar la comunicación conforme a lo establecido en los artículos 45 y siguientes de la Convención Americana y dar traslado al Estado de Colombia de la comunicación presentada por el Estado de Ecuador. 

3. De acuerdo a lo previsto en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, así como en los artículos 30 y 36 de su Reglamento, y luego de analizar las posiciones de las partes, la Comisión decide declarar admisible la petición. Por lo tanto, la CIDH determina notificar su decisión a las partes y continuar con el análisis de fondo relativo a las presuntas violaciones a los artículos 4 (Derecho a la vida), 5 (Derecho a la integridad personal), 8 (Garantías judiciales) y 25 (Protección Judicial), con relación al artículo 1.1 de la Convención Americana. La Comisión decide igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 11 de junio de 2009, la Comisión Interamericana recibió una comunicación del Estado de Ecuador denunciando al Estado de Colombia “en razón de su responsabilidad internacional por la violación del derecho a la vida (artículo 4.1), a la integridad personal (artículo 5.1), a las garantías judiciales (artículo 8.1 y 8.2), a la protección judicial (25.1), todos ellos en conexión con el artículo 1.1 de la Convención Americana […] en perjuicio del ciudadano ecuatoriano Franklin Guillermo Aisalla Molina, en adelante “Franklin Aisalla’, que fue privado arbitrariamente de su vida por agentes de la fuerza pública de Colombia en el marco del Operativo “Fénix”, circunstancia que originó la afectación de los derechos de sus familiares”
. La comunicación fue registrada por la Comisión bajo el número PI-02 (petición interestatal PI-02). 

5. El mismo 11 de junio de 2009, la Comisión solicitó a la Secretaría de Asuntos Jurídicos de la Organización de Estados Americanos (OEA) copia de las declaraciones de reconocimiento de la competencia de la CIDH para conocer peticiones interestatales según el artículo 45 de la Convención Americana, por parte de Ecuador y de Colombia. El 12 de junio de 2009, el Departamento de Derecho Internacional de dicha Secretaría remitió copia de los instrumentos solicitados, según los cuales, el 30 de julio de 1984 el Estado de Ecuador declaró aceptación de la competencia de la CIDH para conocer peticiones interestatales por tiempo indefinido y bajo condición de reciprocidad
. Por su parte, el Estado de Colombia aceptó la competencia de la Comisión Interamericana para conocer comunicaciones interestatales el 8 de mayo de 1985
.  
6. Mediante nota de fecha 23 de junio de 2009, la Comisión acusó recibo de la petición interestatal presentada por el Estado de Ecuador contra el Estado de Colombia y solicitó que en el plazo de 1 mes, se remitieran nuevas copias de algunos anexos que se encontraban parcialmente ilegibles o incompletos.

7. El 14 de julio de 2009, la Comisión recibió una comunicación de fecha 10 de julio de 2009, mediante la cual el Estado de Ecuador presentó los documentos solicitados por la Comisión en nota del 23 de junio de 2009 y realizó rectificaciones al contenido de la petición interestatal presentada el 11 de junio de 2009 en contra del Estado de Colombia.

8. El 20 de julio de 2009, la Comisión decidió dar traslado al Estado de Colombia de la petición interestatal presentada por el Estado de Ecuador, así como de sus anexos, incluyendo  la comunicación de fecha 10 de julio de 2009 mediante la cual el Estado de Ecuador realizó rectificaciones a la petición interestatal. En dicha ocasión, la Comisión informó a ambas partes que la comunicación del Estado de Ecuador se tramitaría conforme al procedimiento establecido en los artículos 45 y siguientes de la Convención Americana. Asimismo, solicitó al Estado de Colombia que, en base a los artículos 30.3 y 48
 del Reglamento de la CIDH, presentara una respuesta a la petición interestatal dentro del plazo de dos meses, contados a partir de la fecha de transmisión de dicha comunicación.

9. Mediante nota del 18 de septiembre de 2009, el Estado de Colombia solicitó a la Comisión una prórroga adicional de 30 días para presentar su respuesta a la comunicación interestatal.

10. El 21 de septiembre de 2009, la Comisión decidió conceder al Estado de Colombia una prórroga de un mes, contado a partir de la fecha de transmisión de la respectiva comunicación. Esta decisión fue comunicada a ambas partes el mismo 21 de septiembre de 2009.

11. El 21 de octubre de 2009, mediante nota de fecha 20 de octubre de 2009, el Estado de Colombia presentó su respuesta a la petición interestatal interpuesta en su contra por el Estado de Ecuador. Esta respuesta fue transmitida al Estado de Ecuador para su conocimiento el 22 de octubre de 2009.

12. Mediante comunicación de fecha 8 de enero de 2010, el Estado de Ecuador solicitó a la CIDH una audiencia durante el 138º periodo ordinario de sesiones de la Comisión, con el objeto de exponer su posición “en la causa relativa a la muerte del ciudadano Franklin Aisalla”
.  El 19 de febrero de 2010, la Comisión acusó recibo de dicha solicitud.

13. El mismo 19 de febrero de 2010, la Comisión se dirigió a ambos Estados con el objetivo de convocarles a una audiencia pública a celebrarse durante el 138º período ordinario de sesiones, para tratar cuestiones referidas a la admisibilidad de esta petición interestatal. En su comunicación al Estado de Colombia, la CIDH transmitió una copia de la nota de fecha 8 de enero de 2010 presentada por el Estado de Ecuador. La audiencia pública se convocó para el día 19 de marzo de 2010 a las 9 de la mañana.

14. El 8 de marzo de 2010, el Estado de Colombia solicitó a la Comisión que la audiencia sobre admisibilidad de la petición interestatal convocada para el 138 periodo de sesiones, tuviera carácter privado.

15. El 9 de marzo de 2010, la Comisión se dirigió a ambos Estados con el fin de informar acerca del formato en el que se desarrollaría la audiencia pública sobre la admisibilidad de la petición interestatal convocada para el 19 de marzo de 2010. 

16. El mismo 9 de marzo de 2001, la Comisión acusó recibo de la nota del 8 de marzo de 2010 mediante la cual el Estado de Colombia solicitó que la audiencia fuera de carácter privado y le informó su decisión de mantener el carácter público de la misma, con base en el artículo 68 del Reglamento vigente de la CIDH. Tanto la solicitud del Estado de Colombia como la respuesta de la CIDH fueron transmitidas al Estado de Ecuador en la misma fecha.

17. El 19 de marzo de 2010, la Comisión Interamericana, reunida en su 138º período ordinario de sesiones, celebró una audiencia pública para tratar cuestiones relativas a la admisibilidad de esta comunicación interestatal
 (Copias de las grabaciones de audio de esta audiencia fueron transmitidas a ambos Estados)
. De acuerdo al orden fijado por la Comisión y previamente comunicado a las partes mediante nota del 9 de marzo de 2010, intervino en primer lugar el Estado de Ecuador
 y a continuación el Estado de Colombia, cuyo representante manifestó al cabo de su intervención que se retiraría de la audiencia y que el Estado de Colombia se reservaba el derecho de presentar por escrito sus observaciones a los argumentos presentados por el Estado de Ecuador durante la audiencia y que respondería por escrito a las preguntas elevadas por la Comisión y a las observaciones que sobre ellas realizara el Estado de Ecuador. Al finalizar la audiencia, el Estado de Ecuador hizo entrega de sus observaciones adicionales sobre la admisibilidad de la comunicación interestatal.
18. El 27 de julio de 2010, la CIDH transmitió al Estado de Colombia mediante comunicación de fecha 26 de julio del mismo año, las observaciones adicionales presentadas por el Estado de Ecuador respecto a la admisibilidad de la petición interestatal y le otorgó un plazo de 15 días a partir de la transmisión de la comunicación, para presentar sus observaciones al respecto. En la misma fecha, la Comisión remitió una comunicación al Estado de Colombia mediante la cual dejaba constancia de que el 11 de junio de 2010 había recibido un documento relacionado con la petición interestatal y que posteriormente el mismo día, había recibido una solicitud del Estado de Colombia de que dicho documento no se tuviera por presentado por no contener la totalidad de la información a enviar. Asimismo, se dejaba constancia que a la fecha de dicha nota, la CIDH no había recibido ningún documento adicional en relación a la petición interestatal por parte de Colombia.

19. Mediante comunicación del 29 de julio de 2010, recibida en la Comisión el 2 de agosto de 2010, el Estado de Colombia reiteró sus alegatos sobre la admisibilidad de la petición interestatal. Asimismo, expresó que el 14 de junio de 2010 había presentado un escrito que contenía sus observaciones a los argumentos presentados por el Estado de Ecuador durante la audiencia pública ante la CIDH, así como  la respuesta a las preguntas formuladas por los miembros de la Comisión durante la misma.

20. El 5 de agosto de 2010, la CIDH remitió una comunicación al Estado de Colombia mediante las cuales expresó que había tenido por no presentado el escrito del 14 de junio de 2010, en razón a que su contenido era idéntico al del escrito presentado el 11 de junio del 2010 y respecto al cual el Estado de Colombia había solicitado se tuviera por no presentado, por no contener la totalidad de información a enviar. Aclarado este punto, la CIDH dio por presentado el 14 de junio de 2010 el escrito de observaciones del Estado colombiano a los argumentos y las preguntas formulados durante la audiencia pública referida a la petición interestatal. El mismo 5 de agosto de 2010, la Comisión dio traslado al Estado de Ecuador, para su conocimiento, de las referidas observaciones del Estado de Colombia.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES

21. La comunicación interestatal presentada por el Estado de Ecuador alega la presunta responsabilidad internacional del Estado de Colombia por violaciones a los derechos humanos de Franklin Guillermo Aisalla Molina como consecuencia de los hechos ocurridos en el marco del operativo “Fénix” de las fuerzas militares colombianas y la consecuente afectación de los derechos humanos de sus familiares.

22. La Comisión toma nota de que la comunicación interestatal presentada por el Estado de Ecuador hace referencia tanto al contexto en el que se desarrolló el operativo “Fénix”, en el marco del cual presuntamente se habría privado de la vida a la alegada víctima, así como a las circunstancias específicas de la muerte del Sr. Aisalla Molina. Por su parte, el Estado de Colombia solicita en su escrito de contestación a la petición interestatal que la Comisión excluya de cualquier análisis- incluso del de competencia y admisibilidad- una serie de hechos y argumentos que a su consideración “no se encuentran directamente relacionados con los hechos y presuntas violaciones objeto de la denuncia”
. Sin embargo, expresa que si la Comisión considera “que algunos de estos hechos y pruebas hacen parte del objeto de la presente petición, le otorgue la oportunidad al Estado de Colombia para pronunciarse sobre los aspectos de competencia y admisibilidad en relación a éstos”.  

23. En consecuencia, la Comisión hará en primer lugar, algunas precisiones sobre su facultad para analizar la información allegada por las partes y referidas al contexto de los hechos alegados y luego se referirá a la posición de las partes respecto al llamado operativo “Fénix”, en cuyo marco se alega que habría ocurrido la presunta muerte del Sr. Franklin Guillermo Aisalla Molina, y por último, hará referencia a la posición de las partes en relación a la presunta privación arbitraria de la vida del Sr. Aisalla Molina. 

A. Análisis del contexto por parte de la Comisión

24. La Comisión estima necesario señalar que tiene potestad para tomar en consideración los elementos que estime necesarios para establecer la existencia o no de una violación de los derechos consagrados en la Convención Americana, así como para contextualizar las alegadas violaciones. 

25. Asimismo, es preciso señalar que en esta etapa del procedimiento no corresponde establecer si hubo o no una violación de la Convención Americana. Para los fines de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si se han expuesto hechos que podrían caracterizar una violación, como lo establece el artículo 47.b de la Convención Americana, y si la comunicación es “manifiestamente infundada”, o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. La modalidad de apreciación de esos extremos es diferente a la requerida para decidir sobre los méritos de la denuncia. La Comisión realiza únicamente una evaluación prima facie de los alegatos de las partes para determinar si la denuncia fundamenta una posible violación de un derecho garantizado por la Convención, mas no establece en este punto la existencia de dicha violación. Por lo tanto, no determinará en esta etapa qué elementos fácticos y probatorios serán considerados necesarios para determinar la existencia o no de una violación, así como para contextualizar, de ser necesario, la violación alegada, ya que esto forma parte del análisis de mérito en la etapa de fondo. 

26. En consecuencia, la CIDH se reserva la potestad de mantener en el trámite de la petición interestatal los hechos y pruebas expuestos ante la Comisión por las dos partes, sin excluir los temas señalados por el Estado de Colombia en su escrito de observaciones.
  Asimismo, observa la Comisión que el Estado de Colombia tendrá la oportunidad de pronunciarse sobre dichos hechos y acervo probatorio durante la etapa de fondo, si lo estima pertinente.
B. 
Posición del Estado de Ecuador

27. El Estado de Ecuador sostiene que el 1 de marzo de 2008 las fuerzas armadas de Colombia realizaron un bombardeo a un campamento de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (en adelante “FARC”) ubicado en la localidad de Angostura, municipalidad de Lago Agrio, en Ecuador a 1850 metros de la frontera con Colombia en el marco de una acción militar denominada “Operativo Fénix”. De acuerdo a la comunicación interestatal, en dicho contexto el ciudadano ecuatoriano Franklin Guillermo Aisalla Molina, quien se encontraba en el campamento bombardeado, habría sido ejecutado extrajudicialmente por miembros de la fuerza pública colombiana que participó en el referido operativo.
Posición del Estado de Ecuador en relación con el Operativo “Fénix”

28. El Estado de Ecuador alega en su comunicación interestatal que el Estado de Colombia comenzó a preparar la operación “Fénix” desde el 2007. La Policía Nacional de Colombia, a través de la Dirección de Inteligencia –DIPOL- habría sido autorizada por el Gobierno a crear 7 grupos especiales, uno de ellos al mando de un Coronel que se encargaría de tomar contacto con autoridades ecuatorianas y norteamericanas, con el fin de desarticular a las FARC. Agrega el Estado de Ecuador que en este marco, el Coronel localizó a 5 miembros de la Policía de Ecuador que en enero del 2004 habrían colaborado con oficiales del Ejército colombiano en la captura de Ricardo Palmera, alias “Simón Trinidad”
 y entró en contacto con funcionarios de la Agencia Central de Inteligencia de Estados Unidos (“CIA” por sus  siglas en inglés”) en Quito, Ecuador. A todos ellos les habría informado acerca de la operación dirigida por él para ubicar el paradero de Luis Edgar Devia, alias “Raúl Reyes”
.

29. Continúa el Estado ecuatoriano afirmando que el Coronel de la DIPOL responsable de la operación en la zona, había establecido contacto con un presunto miembro de las FARC, quien le habría confirmado que Raúl Reyes estaría en Ecuador durante varios días. La localización de Reyes en un campamento en la localidad de Angostura, Ecuador, habría sido realizada por la CIA. Agrega el Estado de Ecuador que al conocerse la ubicación de Reyes en territorio ecuatoriano, el Presidente de Colombia autorizó la operación de ataque a Raúl Reyes en el lugar. 

30. Sostiene el Estado de Ecuador que el operativo fue diseñado para ejecutarse en dos fases. La primera, consistiría en un bombardeo por parte de dos aviones Súper Tucano de la Fuerza Aérea colombiana y la segunda fase, en el desembarco de tropas helicotransportadas, las cuales serían integradas por 18 hombres del Comando Jungla de la Policía colombiana, 20 soldados de las Fuerzas Especiales del Ejército y 8 especialistas de la Armada. La Operación se lanzaría desde la base de Tres Esquinas en Caquetá, Colombia, aunque agrega el Estado de Ecuador que existe información según la cual, el ataque habría sido coordinado desde la base de Larandia, Caquetá. Expresa el Estado de Ecuador en su denuncia que ambas bases militares pertenecen a los Estados Unidos por acuerdo suscrito con el Estado de Colombia.

31. Alega el Estado peticionario que pasada la media noche del 1 de marzo de 2008, aviones y helicópteros despegaron de la base aérea de Tres Esquinas o de Larandia, Caquetá, Colombia, con rumbo a la localidad de Angostura en Ecuador, ubicada a 1.850 metros de la frontera con Colombia. Hacia las 00:20 horas habrían bombardeado un campamento de 2 hectáreas de extensión en el cual se encontraban aproximadamente 50 personas, entre ellas insurgentes de las FARC, 5 ciudadanos mexicanos y un ciudadano ecuatoriano.

32. De acuerdo al Estado ecuatoriano, hacia las 03:30 horas la Fuerza Aérea de Colombia habría realizado otro bombardeo para evitar que los miembros de la guerrilla huyeran y se llevaran consigo a los muertos y heridos. Asimismo, sostiene que a las 08:30 horas, el Jefe del Comando Conjunto de Ecuador habría recibido una llamada del Comandante de las Fuerzas Militares de Colombia, en el que le informaba las coordenadas del enfrentamiento de las fuerzas militares colombianas con “grupos ilegales armados de Colombia (GIAC)”. Agrega el Estado ecuatoriano que dichas coordenadas fueron inexactas y a eso de las 09:00 horas, el General Mario Montoya, Comandante del Ejército de Colombia le entregó nuevas coordenadas del lugar de los hechos al Comandante General de la Fuerza Terrestre de Ecuador.

33. Se afirma en la denuncia que a las 11:00 horas del 1 de marzo de 2008, militares ecuatorianos contactaron por radioteléfono a una patrulla de 18 policías antinarcóticos de Colombia que necesitaban apoyo en Ecuador para salir del lugar, quienes habrían afirmado que tenían bajo custodia a dos guerrilleras heridas, 15 muertos y varios fusiles AK47N16. Agrega que el Mayor de la policía colombiana habría afirmado que los heridos y las bajas ya habían sido evacuados. Sostiene el Estado de Ecuador que ante lo anterior, envió dos grupos de 38 militares cada uno para buscar a los policías colombianos. A las 15:00 horas el Mayor de la policía colombiana habría entrado nuevamente en contacto por radio con la tropa ecuatoriana, cuyo Capitán habría preguntado si había heridos y el Mayor de la patrulla colombiana habría respondido que si, y que éstos se encontraban “estables con suero”.

34. Sostiene el Estado ecuatoriano que a las 17:30 horas ese mismo día, el Presidente de Ecuador ordenó proceder según la Cartilla de Seguridad que comparten los Ejércitos de ambos países y que establece que “las tropas invasoras entreguen sus armas a las autoridades del país invadido”, se aclare la situación, se levante un acta y “los extranjeros sean acompañados hasta la frontera”.

35. De acuerdo al Estado de Ecuador, cuando las tropas ecuatorianas lograron entrar al área del bombardeo, constataron la presencia de 12 cadáveres y de 3 mujeres con heridas provocadas por esquirlas.  Asimismo, habrían identificado 10 cráteres provocados por el bombardeo y junto a los cadáveres habrían hallado armamento, munición y explosivos presuntamente de propiedad de las FARC. Agrega el Estado peticionario que en el campamento no había ningún policía colombiano y que de acuerdo a las sobrevivientes del bombardeo, los policías habían sido evacuados del lugar mediante helicópteros.

36. Alega el Estado ecuatoriano que a las 18:30 horas, un mando militar de Ecuador recibió la llamada del Comandante de la Brigada de Selva No. 27 del Ejército colombiano, que informó que una Unidad colombiana se encontraba extraviada en territorio ecuatoriano y requería apoyo. Sostiene que el Comandante ecuatoriano le respondió que dicha Unidad debía cumplir lo dispuesto en la Cartilla de Seguridad, para lo cual era necesario conocer la frecuencia de radio para establecer contacto y coordinar su entrega en territorio ecuatoriano. El Comandante colombiano se habría comprometido a enviar un radio operador al puente internacional sobre el río San Miguel para materializar el enlace para la entrega, pero según el Estado de Ecuador dicho radio operador nunca apareció.

37. Según la petición interestatal, en el operativo Fénix murieron 25 personas, entre civiles y guerrilleros. Sostiene el Estado de Ecuador que entre los muertos figuran: Verónica Natalia Velásquez Ramírez, de 30 años; Fernando Franco Delgado, de 28 años; Soren Ulises Aviles Ángeles, de 33 años y Juan González del Castillo, de 28 años, todos ciudadanos mexicanos y estudiantes de la Universidad Nacional Autónoma de México. Agrega que también resultó muerto Alias “Raúl Reyes” y según las primeras versiones, junto a él habría muerto Guillermo Enrique Torres, alias “Julián Conrado”, otro miembro de las FARC. Asimismo, en el operativo habría fallecido el soldado colombiano Carlos Edilson León, producto de un ataque de las FARC, aunque alega el Estado de Ecuador que según una versión que circuló con posterioridad, éste último habría fallecido luego de que un árbol le cayera encima.

38. Por otra parte, sostiene el Estado ecuatoriano que las únicas sobrevivientes del ataque fueron Martha Pérez, de 24 años; Doris Bohórquez Torres, de 21 años; ambas ciudadanas colombianas y presuntas miembros de las FARC; así como Lucía Morett, de 27 años, estudiante mexicana. Agrega que Lucía Morett declaró haber sido víctima de acoso e insinuaciones de carácter sexual por parte de soldados y policías colombianos, quienes pese a encontrarse heridas, las habrían dejado abandonadas a ella y las otras dos sobrevivientes.

39. Alega el Estado de Ecuador que al llegar al campamento de las FARC, las tropas y los funcionarios técnicos de la Policía Nacional del Ecuador, además de altos funcionarios del Ejecutivo ecuatoriano, constataron la magnitud de la destrucción causada por las bombas GBU-12 y los ametrallamientos realizados desde helicópteros. 

40. Asimismo, sostiene que los resultados de las necropsias realizadas en Ecuador a los cadáveres hallados en el campamento “revelaron la práctica de ejecuciones extrajudiciales a individuos que se encontraban en estado de indefensión”. Agrega que la Fiscalía General de Ecuador solicitó un segundo concepto a peritos franceses, el cual habría confirmado que éstos habrían muerto a causa de proyectiles de arma de fuego a corta distancia.

41. Se alega en la denuncia interestatal que en el lugar del bombardeo se encontraron “aletas estabilizadoras de bombas inteligentes” y otras evidencias que indicarían que el mismo no fue efectuado por aviones Súper Tucano, tal como lo afirmaba el Estado colombiano. Agrega el Estado de Ecuador que a raíz de esta contradicción del gobierno colombiano respecto al tipo de tecnología utilizada en el bombardeo, en reunión celebrada el 21 de mayo de 2008 en Panamá, las Fuerzas Militares de Colombia habrían expresado que en los hechos habían participado aviones A 37, cuya tecnología, según el Estado de Ecuador, tampoco permitía realizar operaciones como la que fue realizada sobre la localidad de Angostura. Afirma Ecuador en su denuncia que pese a que se llevaron a cabo otras dos reuniones sobre este asunto, las autoridades colombianas no proporcionaron más información que permita verificar que los aviones que participaron en el bombardeo en Angostura hayan sido colombianos.

42. Unido a lo anterior, alega el Estado de Ecuador que si bien las autoridades colombianas sostuvieron que los aviones habían atacado el campamento desde territorio colombiano pues de lo contrario, el radar militar de Ecuador los habría detectado, dicho radar en la zona se encontraba apagado el día de los hechos.

43. Al referirse al contexto alrededor de los hechos denunciados en la presente petición interestatal, el Estado de Ecuador hace mención de la sesión extraordinaria sostenida el 4 de marzo de 2008 en el seno de la Organización de los Estados Americanos –OEA- en la cual, la Canciller ecuatoriana denunció la violación por parte de Colombia de la soberanía territorial de Ecuador. Agrega que el 5 de marzo de 2008, el Consejo Permanente de la OEA emitió una resolución condenatoria de la incursión de las fuerzas militares y de policía de Colombia en territorio ecuatoriano, ocurrida el 1 de marzo de 2008.

44. Asimismo, indica el Estado de Ecuador que el 7 de marzo de 2008, en la Cumbre XX del Grupo de Río, celebrada en Santo Domingo, República Dominicana, el Presidente de Colombia reconoció el quebrantamiento de obligaciones internacionales y pidió disculpas por lo ocurrido.

45. Por último, informa el Estado ecuatoriano que una Comisión de la OEA, encabezada por el Secretario General de la Organización, se desplazó a Ecuador para hacer una verificación en el lugar de los hechos y pudo constatar la magnitud del bombardeo.
Posición del Estado de Ecuador en relación al caso del Sr. Franklin Guillermo Aisalla Molina

46. De acuerdo a la denuncia interestatal, una vez concluidos los ataques, los cadáveres de alias “Raúl Reyes” y de quien se creía era alias “Julián Conrado” fueron trasladados por las tropas de Colombia a territorio colombiano.

47. Sostiene el Estado peticionario que a las 21:30 horas del 1 de marzo de 2008, la médica forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses de Colombia (en adelante “INMLCF”) practicó la autopsia de quien se creía era alias “Julián Conrado”. De acuerdo al Estado ecuatoriano, en el informe forense se sostenía que el cuerpo analizado presentaba lesiones en el cráneo y en el dorso, producidos con elemento explosivo y penetrante. El 3 de marzo siguiente, el Director del INMLFC habría expresado ante los medios de comunicación que el cuerpo no correspondía a alias “Julián Conrado”.

48. Agrega que en Ecuador, la familia de Franklin Guillermo Aisalla Molina, vio algunos videos circulados por Internet sobre lo ocurrido el 1 de marzo de 2008, en el operativo Fénix e identificaron en una de las imágenes a la presunta víctima.

49. De acuerdo a la petición interestatal, Franklin Aisalla nació el 21 de mayo de 1970, era hijo de Guillermo Aisalla Yánez y Teresa Molina, soltero, tenía 3 hermanas y un hermano. Se agrega que el Sr. Aisalla Molina era cerrajero de profesión y que devengaba un promedio de seiscientos (600) dólares americanos al mes, los cuales usaba para su manutención y el sostenimiento de sus padres.

50. Alega el Estado de Ecuador que según los familiares de la presunta víctima, el Sr. Aisalla Molina salió el 21 de febrero de 2008 de la cerrajería en la que trabajaba, sin sus herramientas y sin informar a dónde iba. Agrega que el 27 de febrero siguiente, el Sr. Aisalla Molina habría llamado a su madre y le habría dicho que se encontraba bien.

51. Según la petición interestatal, el 23 de marzo de 2008 la Fiscalía General de la Nación de Ecuador recibió de la Subdirección Técnica Científica de la Policía Judicial del Departamento de Criminalística de Pichincha, Ecuador, un informe que confirmó que la identidad del cuerpo que estaba en Colombia y que inicialmente se había atribuido a alias “Julián Conrado” correspondía a Franklin Guillermo Aisalla Molina.

52. Agrega que el 26 de marzo de 2008, un Comandante del Ejército colombiano habría expresado que no tenía duda de que el ciudadano ecuatoriano llevado a Colombia como Julián Conrado, era un importante enlace de las FARC cuyo nombre era Franklin Ponelia Molina, pues así había sido identificado a mediados del 2003 por la inteligencia militar cuando se le hacía seguimiento a alias “Simón Trinidad”. Asimismo, el Comandante habría afirmado que en Ecuador, el ciudadano ecuatoriano era identificado por sus familiares y por las autoridades como “Franklin Guillermo Aizalia Molina”.

53. Alega el Estado de Ecuador que también el 26 de marzo de 2008, el Director del INMLCF de Colombia confirmó la real identidad del cuerpo de quien primero se dijo era Julián Conrado y luego Franklin Ponelia, como perteneciente a Franklin Aisalla. Según el Estado de Ecuador, el Director del INMLCF habría declarado que el Sr. Aisalla Molina había fallecido a causa de heridas en el área craneoencefálica, provocadas por material de fragmentación, por la onda explosiva.

54. Se sostiene en la denuncia interestatal que el 26 de marzo de 2008 el Fiscal 20 de la Unidad Nacional contra el Terrorismo solicitó a la Registraduría Municipal del Estado Civil del Municipio de Puerto Asís, Colombia, la expedición de un Registro Civil de Defunción de Franklin Guillermo Aisalla Molina, quien habría muerto el 1 de marzo de 2008 en Puerto Asís por laceración craneoencefálica. En los mismos términos habría sido expedido en Bogotá el Certificado de defunción el mismo 26 de marzo de 2008.

55. Alega el Estado ecuatoriano que debido al manejo dado al caso por parte de las autoridades colombianas, decidió realizar un peritaje alterno sobre el cuerpo de Franklin Aisalla. Dicho estudio habría arrojado como conclusión que las lesiones traumáticas óseas en el cráneo de la presunta víctima eran consecuencia de varios golpes inflingidos con fuerza y que el agresor se encontraba detrás de la víctima. Agrega que el 6 de mayo de 2008, el Ministro de Gobierno de Ecuador divulgó los resultados del peritaje, según el cual, además de un disparo en el dorso que no habría sido letal, la presunta víctima habría muerto a causa de los golpes que le reventaron el cráneo y que su cuerpo no presentaba huellas de haber recibido impacto alguno producido por una explosión.

56. Se sostiene en la denuncia que existe información según la cual, Franklin Aisalla había sido objeto de seguimientos desde el 2003 por parte del Ejército colombiano y el Departamento Administrativo de Seguridad de Colombia –DAS-. Por su parte, organismos de inteligencia de Ecuador habían desarrollado labores de seguimiento sobre la presunta víctima entre el 2003 y el 2005 por posible contacto con las FARC. El seguimiento se habría suspendido en el 2005 sin conocerse el motivo.
57. Respecto a los derechos presuntamente violados por el Estado de Colombia en el marco de los hechos expuestos, sostiene el Estado ecuatoriano que Colombia violó el derecho a la vida contenido en el artículo 4 de la CADH en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento en perjuicio del ciudadano ecuatoriano Franklin Guillermo Aisalla Molina, como consecuencia de la privación arbitraria de su vida ocurrida durante el operativo militar efectuado por agentes estatales colombianos en territorio de Ecuador.

58. Asimismo, alega el Estado de Ecuador que Colombia es responsable por la violación del artículo 5.1 de la Convención Americana en perjuicio de los familiares del Sr. Franklin Aisalla Molina, en razón del sufrimiento causado como consecuencia de la ejecución extrajudicial de la presunta víctima. En este sentido, el Estado ecuatoriano señala como familiares directamente afectados por la muerte del Sr. Aisalla Molina a sus padres, Teresa Molina y a Guillermo Aisalla, así como a su tío, Marco Molina. Agrega que el Estado colombiano también violó el derecho a la integridad personal de los familiares de la víctima, contenido en el artículo 5.1 de la Convención Americana, debido a la ausencia de una investigación completa y efectiva sobre los hechos, lo cual les habría generado sentimientos de angustia, desesperación, inseguridad y frustración.

59. Por último, sostiene el Estado peticionario que Colombia violó las garantías judiciales y el derecho a la protección judicial consagrados en los artículos 8.1, 8.2 y 25.1 de la Convención Americana en perjuicio de los familiares de la presunta víctima. Lo anterior, según el Estado ecuatoriano, en razón a que el Estado de Colombia omitió llevar a cabo una investigación criminal que desembocara en el conocimiento específico de las circunstancias de la muerte del Sr. Franklin Aisalla. Agrega que tal investigación era el recurso judicial adecuado y que su omisión impidió el acceso a una tutela efectiva.

60. Los alegatos específicos sobre la admisibilidad de la denuncia interestatal presentados por el Estado de Ecuador serán descritas en las secciones que este Informe dedica a analizar dichas cuestiones.
C.
Posición del Estado de Colombia

61. Como fue señalado al inicio de esta sección, en su respuesta a la comunicación interestatal de Ecuador, el Estado de Colombia solicitó a la Comisión excluir de cualquier análisis determinados hechos y documentos probatorios presentados por el Estado peticionario, por considerar que están por fuera del objeto preciso de esta petición y que éste debe limitarse a la presunta violación de los derechos a la vida (artículo 4.1), integridad personal (artículo 5.1), garantías judiciales (artículos 8.1 y 8.2) y protección judicial (artículo 25.1) de la Convención Americana en perjuicio de Franklin Guillermo Aisalla Molina y sus familiares (en relación con la presunta violación al derecho a la integridad personal).
 
62. Asimismo, la posición del Estado de Colombia respecto a la comunicación interestatal bajo análisis se refiere a alegaciones de falta de competencia en razón del lugar y en razón de la materia, así como a la supuesta inadmisibilidad de la petición por falta de agotamiento de los recursos internos. Los argumentos presentados por el Estado de Colombia al respecto serán descritos en las secciones que este Informe dedica a analizar dichas cuestiones.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD 

A.
Cuestión previa

63. Antes de iniciar el análisis de competencia y admisibilidad del presente caso, la Comisión considera pertinente hacer una aclaración previa. El Estado de Ecuador, en sus alegatos incluye algunas referencias a personas, además de la presunta víctima, que habrían sido afectadas por los hechos alegados en la petición interestatal. Teniendo en cuenta que el Estado peticionario presentó un listado de presuntas víctimas y en virtud de que no se presentaron elementos fácticos suficientes en cuanto a las circunstancias en las cuales habrían resultado afectadas otras personas adicionales, la Comisión entiende que la referencia a esas personas en la narración de los hechos, obedece a una cuestión de contexto y no a una inclusión de nuevas presuntas víctimas.
64. En consecuencia, es necesario aclarar que el análisis de los requisitos de admisibilidad, se hará frente a las presuntas violaciones cometidas por el Estado de Colombia en perjuicio de Franklin Guillermo Aisalla Molina y sus familiares.
B.
Consideraciones iniciales relativas al trámite de esta comunicación interestatal

65. La Comisión analizará en esta sección las normas que autorizan y regulan el trámite por parte de la Comisión de los casos en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en la Convención.

66. La Convención Americana, en la Sección 3 del Capítulo V, determina la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El artículo 45 de la Convención determina la competencia de la Comisión para recibir y examinar comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en la Convención, siempre y cuando tanto el Estado que presenta la comunicación como el Estado en contra de quien ésta es presentada hayan declarado, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o adhesión de la Convención o en cualquier momento posterior, que reconocen la competencia de la Comisión para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en la Convención. Las declaraciones sobre reconocimiento de competencia pueden hacerse para que ésta rija por tiempo indefinido, por un período determinado o para casos específicos.

67. Por su parte, los artículos 46 y 47 de la Convención Americana se refieren a los requisitos de admisibilidad que deben cumplir, indistintamente, tanto las peticiones presentadas conforme al artículo 44 como las comunicaciones presentadas conforme al artículo 45. Seguidamente, la Sección 4 del Capítulo V de la Convención regula los términos en los cuales la Comisión debe proceder al recibir una petición presentada conforme al artículo 44 o al recibir una comunicación presentada conforme al artículo 45, si en ella se alega la violación de cualquiera de los derechos que consagra la Convención.

68. De lo anterior se observa que tanto la Convención Americana como el Reglamento de la Comisión han previsto que las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en la Convención, se rigen por las mismas normas de procedimiento y deben cumplir los mismos requisitos que las peticiones que contengan denuncias o quejas que hayan sido presentadas por cualquier persona, siempre y cuando cumplan además los requisitos específicos establecidos por el artículo 45 de la Convención y todo ello sin perjuicio de que los procedimientos y requisitos aplicables deben tener en consideración las especiales características y propósitos del mecanismo de comunicaciones entre Estados.
  
C.
Requisitos de Competencia de la Comisión establecidos por el artículo 45 de la Convención Americana
69. El inciso primero del artículo 45 de la Convención Americana requiere la aceptación expresa de los Estados Partes para que la Comisión Interamericana conozca comunicaciones interestatales. Como lo ha señalado la Corte Interamericana, la Convención se distingue entre los instrumentos internacionales de derechos humanos cuando hace posible la facultad de petición individual contra un Estado Parte tan pronto como éste ratifique la Convención, sin que se requiera para tal efecto declaración especial alguna, la que en cambio sí se exige para el caso de las denuncias entre Estados
.

70. En este caso, la comunicación fue presentada por el Estado de Ecuador contra el Estado de Colombia, por lo que procede analizar si ambos Estados declararon reconocer la competencia de la Comisión Interamericana para recibir y examinar comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en la Convención. 
71. El inciso segundo del artículo 45 de la Convención señala, en primer lugar, que las comunicaciones hechas en virtud de dicho artículo sólo se pueden admitir y examinar si son presentadas por un Estado Parte que haya hecho una declaración por la cual reconozca la referida competencia de la Comisión, por lo que procede verificar si el Estado de Ecuador realizó dicha declaración. 
72. Según los registros de la Secretaría General de la OEA, mediante declaración del 30 de julio de 1984, el Estado de Ecuador reconoció la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para recibir y examinar las comunicaciones interestatales, establecida en el artículo 45.1 de la Convención Americana. El depósito de dicho instrumento de aceptación en la Secretaría General de la OEA se llevó a cabo el 13 de agosto de 1984.

73. El inciso segundo del artículo 45 de la Convención señala también que la Comisión no admitirá ninguna comunicación en contra de un Estado Parte que no haya hecho tal declaración, por lo que procede verificar si el Estado de Colombia realizó dicha declaración.  
74. Según los registros de la Secretaría General de la OEA, el 8 de mayo de 1985 el Estado de Colombia declaró su aceptación de la competencia de la Comisión para recibir y examinar comunicaciones entre Estados. El depósito del instrumento de aceptación en la Secretaría General de la OEA se realizó el 21 de junio de 1985.
75. El inciso tercero del artículo 45 de la Convención no establece un requisito sino la facultad de que los Estados puedan definir si sus declaraciones sobre reconocimiento de competencia sean hechas para que ésta rija por tiempo indefinido, por un período determinado o para casos específicos. 
76. De la lectura de las declaraciones realizadas por ambos Estados con el objeto de reconocer la competencia de la Comisión para recibir y examinar comunicaciones entre Estados es posible concluir que ninguno de los dos Estados utilizó su facultad de establecer limitaciones temporales ni de ningún otro tipo a la competencia de la Comisión. La Comisión analizará más adelante cuál es el momento a partir del cual dichas declaraciones comienzan a producir sus efectos. 
77. En virtud de las anteriores consideraciones, la Comisión resuelve que en el trámite de esta comunicación interestatal se han observado todas las normas convencionales y reglamentarias que regulan la tramitación de las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en la Convención Americana y que la comunicación interestatal bajo examen cumple con los requisitos establecidos por el artículo 45 de la Convención Americana. Por lo tanto, procede que la Comisión pase a analizar si tiene competencia para analizar esta comunicación y si se han cumplido los requisitos de admisibilidad establecidos por la Convención tanto para el trámite de peticiones individuales como de comunicaciones entre Estados.  
D. 
Requisitos de Competencia ratione loci, ratione personae, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

1. Competencia ratione loci

78. En la denuncia interestatal se alega que el Estado de Colombia tuvo control sobre áreas del territorio de Ecuador durante el desarrollo del operativo militar que se extendió de las 00h00 del 1 de marzo de 2008 hasta las 11h00 del mismo día y que en el campamento sobre el que se desarrollo dicho operativo, se encontraban aproximadamente 50 personas, entre ellas la presunta víctima, quienes estuvieron sometidas al control y autoridad de agentes del Estado colombiano
. Agrega que Colombia tuvo jurisdicción en el momento de la acción militar “mediante la cual tuvo control efectivo sobre el porvenir de las circunstancias, en especial, la obligación de respetar los derechos de las personas sometidas a este control”
. Por lo anterior, afirma el Estado ecuatoriano que el Estado de Colombia ejerció jurisdicción.

79. Por su parte, en su escrito de observaciones a la petición interestatal, el Estado de Colombia alega que la Comisión Interamericana carece de jurisdicción en razón del territorio por considerar que la presunta víctima no estuvo sujeto a la jurisdicción de Colombia de acuerdo al artículo 1.1 de la Convención Americana.
 

80. A este respecto, alega el Estado colombiano que como regla general el término “jurisdicción” debe interpretarse en un sentido territorial. Agrega que al interpretar el artículo 1.1 y el artículo 2 de la Convención Americana se debe concluir que la herramienta principal que tienen los Estados para proteger los derechos y libertades de las personas sujetas a su jurisdicción, las leyes, se caracteriza por la aplicación territorial. “En consecuencia, las personas que se verían beneficiadas de dicha protección deben encontrarse dentro del territorio de dicho Estado, de lo contrario la protección no sería efectiva.”
 Afirma el Estado de Colombia, que al tener carácter territorial el concepto de jurisdicción consagrado en el artículo 1.1 de la Convención Americana, la muerte del Sr. Aisalla, de nacionalidad ecuatoriana y ocurrida en Ecuador, no está sujeta a la jurisdicción del Estado colombiano.

81. Asimismo, sostiene el Estado colombiano que según el derecho internacional, las únicas dos excepciones posibles a la regla que establece la territorialidad de la jurisdicción se refieren a operaciones militares o actos de agentes diplomáticos o consulares en territorio de otro Estado; que para que se considere que un Estado ha ejercido su jurisdicción de manera extraterritorial por operación militar en el exterior, se debe demostrar que existió una ocupación militar o que el Estado que despliega la operación ejerció control sobre el territorio del otro Estado.

82. Alega el Estado de Colombia que la operación “Fénix” no conllevó una ocupación militar ni un control del territorio ecuatoriano, pues para que exista ocupación no basta con la presencia de las tropas de un Estado en el territorio de otro sino que éstas deben actuar de tal forma que substituyan a la autoridad del Estado ocupado.

83. Respecto al control sobre el territorio, afirma el Estado de Colombia que existen dos tipos de control: el control general, que implica la participación de un Estado en la organización, formación, equipamiento, financiamiento, de un grupo militar o paramilitar organizado y el control especial, que además de implicar un control global sobre estas fuerzas, implica el giro de instrucciones específicas.

84. De acuerdo al Estado colombiano, tanto para la ocupación como para el control existen dos elementos comunes: por una parte, la presencia de fuerzas armadas del Estado que despliega la acción militar sobre territorio extranjero y por otra parte, que dichas fuerzas asuman el 
conjunto o algunos de los poderes públicos que normalmente recaerían en las prerrogativas del Estado donde se desarrolló la operación militar, desplazando total o parcialmente a las autoridades del Gobierno local.

85. Alega el Estado de Colombia que la operación “Fénix” no conllevó ocupación militar ni control sobre el territorio pues no había presencia permanente de las fuerzas militares en Ecuador y las fuerzas armadas colombianas tampoco buscaron derrocar, reemplazar o sustituir al gobierno ecuatoriano ni a sus fuerzas militares.

86. En conclusión, sostiene el Estado que en el presente caso no se configuran los presupuestos necesarios para considerar que producto de la Operación “Fénix”  Colombia ejerció jurisdicción de manera extraterritorial sobre el territorio de Angostura (Ecuador) y las personas que allí se encontraban.

87. Respecto al ámbito de aplicación espacial de la Convención Americana, el artículo 1.1 de la Convención establece que: 

Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. (Subrayado fuera del texto original).

88. Los términos de un tratado son interpretados de buena fe de acuerdo al significado ordinario en su contexto y a la luz del objeto y fin del mismo.
 Además, a menos que se establezca que las partes han tenido la intención de darle un significado especial a un término, todas las reglas relevantes del derecho internacional aplicable a las relaciones entre las partes deben ser tomadas en cuenta.
 Al aplicar estas reglas, la palabra “jurisdicción” contenida en el artículo 1.1 de la Convención Americana debe ser entendido y aplicado en su sentido ordinario como un concepto del derecho internacional, a menos que resulte claro que las partes tenían una intención distinta.

89. La antecedentes históricos de la redacción de la Convención no indican que las partes tuvieron la intención de otorgarle un significado especial al término “jurisdicción”. Los trabajos preparatorios de la Convención Americana demuestran que el texto inicial del artículo 1.1 establecía que: “[l]os Estados Partes se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en esta Convención y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que se encuentre en su territorio y esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
 (Subrayado fuera del texto original).

90. Al momento de adoptar la Convención Americana la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos optó por suprimir la referencia al territorio y establecer la obligación de los Estados partes de la Convención a respetar y garantizar los derechos allí reconocidos a todas las personas sometidas a su jurisdicción. De esta manera, se amplió el margen de protección a los derechos reconocidos en la Convención Americana, en la medida en que los Estados no sólo podrían llegar a ser responsables internacionalmente por actos u omisiones que les fuesen imputables dentro de su territorio, sino también por aquellos actos u omisiones cometidos por fuera de su territorio, pero dentro de una esfera en la que ejerzan jurisdicción.
91. En el derecho internacional, las bases de la jurisdicción no son exclusivamente territoriales sino que puede ser ejercida sobre otras bases también. En este sentido, la CIDH ha establecido que “en ciertas circunstancias, el ejercicio de su jurisdicción sobre actos ocurridos en un lugar extraterritorial no sólo será congruente sino requerido por las normas pertinentes”
.  De esta forma, aunque jurisdicción usualmente se refiere a la autoridad sobre personas que se encuentran dentro del territorio de un Estado, los derechos humanos son inherentes a todos los seres humanos y no se basan en su ciudadanía o ubicación. Bajo el derecho Interamericano de los derechos humanos, cada Estado está obligado en consecuencia a respetar los derechos de todas las personas dentro de su territorio y de aquellas presentes en el territorio de otro Estado pero sujetas al control de sus agentes.
 Esta postura coincide con la de otros organismos internacionales que al analizar el ámbito de aplicación de instrumentos internacionales de derechos humanos han contemplado su extraterritorialidad. 

92. El Comité de Derechos Humanos, aun cuando el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en adelante PIDCP) está redactado de una manera más restrictiva al establecer la obligación de los Estados de respetar y garantizar los derechos humanos “a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción”, ha admitido la aplicabilidad extraterritorial del Pacto sobre la base del requisito de la autoridad o el control efectivo en múltiples casos.
 Asimismo, estableció en su observación General 31, que:
Los Estados Partes están obligados por el párrafo 1 del artículo 2 a respetar y garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y a todas las personas sometidas a su jurisdicción. Esto significa que un Estado Parte debe respetar y garantizar los derechos establecidos en el Pacto a cualquier persona sometida al poder o al control efectivo de ese Estado Parte, incluso si no se encuentra en el territorio del Estado Parte. […] el disfrute de los derechos del Pacto no se restringe a los ciudadanos de los Estados Partes, sino que debe también extenderse a todos los individuos, independientemente de su nacionalidad o de su situación apátrida […]. Este principio se aplica asimismo a los sometidos al poder o al control eficaz de las fuerzas de un Estado Parte que actúan fuera de su territorio, independientemente
de las circunstancias en las que ese poder o control eficaz se obtuvo, como las fuerzas que constituyen un contingente nacional de un Estado Parte asignado a una operación internacional encargada de imponer la paz o de mantenerla.

93. Por su parte, la Corte Internacional de Justicia, al analizar el ámbito de aplicación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en adelante “PIDCP”) en su opinión consultiva sobre las consecuencias jurídicas de la construcción de un muro en el territorio palestino ocupado,  afirmó que “si bien la jurisdicción de los Estados es primordialmente territorial, en ocasiones puede ejercerse fuera del territorio nacional” y que “[t]eniendo en cuenta el objeto y el fin del [PIDCP], parece lógico pensar que, aunque así sea, los Estados que son parte en el Pacto están obligados a cumplir sus disposiciones.”
 De la misma manera se pronunció al decidir el caso RDC c. Uganda, en cuyo fallo expresó que el derecho internacional de los derechos humanos se aplica en relación con actos realizados por un Estado en el ejercicio de su jurisdicción fuera de su territorio
.
94. A nivel de los organismos regionales, la Corte Europea de Derechos Humanos también ha concluido que el término “jurisdicción” no se limita al territorio nacional de un Estado Parte, pues puede surgir responsabilidad por actos de sus autoridades que produzcan efectos fuera de su territorio
. El ejercicio de jurisdicción es una condición necesaria para hacer a un estado responsable por los actos u omisiones que le sean imputables y que dieron lugar a una infracción de los derechos y libertades protegidos.
 En el caso Loizidou c. Turquía, la Corte Europea determinó que donde un Estado ejerce control efectivo sobre un territorio, como en el caso de las ocupaciones militares, ejerce jurisdicción.
 La Corte Europea lo expuso en los siguientes términos:
Al respecto, la Corte recuerda que, aunque el artículo 1 (art.1) establece límites al alcance de la Convención, según esta disposición el concepto de “jurisdicción” no se restringe al territorio nacional de las Altas Partes Contratantes. […] la responsabilidad de las Partes Contratantes puede verse involucrada por actos de sus autoridades, ya sea que se lleven a cabo dentro o fuera de sus fronteras nacionales, que produzcan efectos fuera de su propio territorio […]

Teniendo en cuenta el objeto y fin de la Convención, la responsabilidad de una Parte Contratante puede surgir también cuando como consecuencia de una acción militar- ya sea legal o ilegal- ejerce control efectivo de un área fuera de su territorio nacional. La obligación de garantizar en dicha área, los derechos y libertades consagradas en la Convención, deriva del hecho de tal control, ya sea ejercido directamente a través de sus fuerzas armadas, o a través de una administración local subordinada.

95. En su decisión en el caso Bankovic y otros c. Bélgica y otros
, el Tribunal europeo insistió en que el significado del término “jurisdicción” se deriva del derecho internacional y es primaria, pero no exclusivamente, territorial. Bankovic fue declarado inadmisible porque se consideró que el bombardeo aéreo no constituía control efectivo sobre el área en cuestión.

96. En el caso Issa y otros contra Turquía, la Corte Europea reiteró que la responsabilidad de un Estado puede generarse por la violación de derechos y libertades de personas que están en el territorio de otro Estado, pero que se encontraban bajo el control y la autoridad de agentes del primer Estado quienes operaban, legal o ilegalmente, en territorio del segundo. El test aplicado es el del “control efectivo” global. Según la Corte Europea, la responsabilidad en ese tipo de situaciones se genera como resultado de que no puede interpretarse el artículo 1 de la Convención Europea de tal forma que le permita a un Estado parte cometer violaciones a derechos humanos en el territorio de otro Estado, que en su propio territorio no podría cometer.
 
97. En Issa, como en el presente caso,  el Estado denunciado es señalado de haber realizado una operación militar transfronteriza dirigida a perseguir y eliminar supuestos terroristas. La Corte Europea aceptó que como consecuencia de dicha acción, podría considerarse que el Estado denunciado había ejercido, temporalmente, un control efectivo global sobre una porción particular del territorio en el cual se llevó a cabo el operativo militar. De ser así, ello podría resultar en la conclusión de que las víctimas se encontraban dentro de la jurisdicción del Estado denunciado. Sin embargo, parecería que al momento relevante no se habían realizado actividades militares en la zona donde murieron los familiares de los peticionarios y por lo tanto, las muertes no podían ser atribuidas al Estado. En el presente caso, no hay disputa sobre el hecho de que la muerte aquí ocurrió en el territorio sobre el que se llevó a cabo el operativo militar colombiano.
98. La Comisión Interamericana ha determinado, similarmente a los órganos internacionales antes referidos, que tiene competencia ratione loci respecto de un Estado por hechos ocurridos en el territorio de otro Estado, cuando las presuntas víctimas han estado sometidas a la autoridad y control de sus agentes
. De lo contrario, se configuraría un vacío jurídico en la protección de los derechos humanos de las personas que la Convención Americana busca proteger, lo que iría en contravía del objeto y fin de este instrumento.

99. Por ello, en la determinación de la jurisdicción resulta decisivo para la Comisión el ejercicio de autoridad sobre las personas por parte de agentes de un Estado aunque no se lleve a cabo en su territorio, sin que se exija necesariamente la existencia de una relación legal formal o estructurada y prolongada en el tiempo para vincular la responsabilidad de un Estado por hechos cometidos por sus agentes en el extranjero. Al momento de analizar el ámbito de jurisdicción de la Convención Americana, es necesario determinar si existe un nexo de causalidad entre la conducta extraterritorial de un Estado y la alegada violación de los derechos y libertades de una persona.
100. Lo anterior no significa que se derive necesariamente de la actuación extraterritorial de un Estado un deber de garantía del catálogo de derechos sustantivos establecidos en la Convención Americana, incluyendo toda la gama de obligaciones respecto a las personas que se encontraban bajo la jurisdicción del mismo por el tiempo que haya durado el control de sus agentes. En cambio, sí se desprende la obligación de que en el lapso de interferencia de los agentes de un Estado en la vida de personas que se encuentren en territorio de otro Estado, dichos agentes respeten sus derechos y en particular, su vida e integridad personal.
101. Los hechos alegados por el Estado peticionario indican como contexto que 25 personas fallecieron en el lugar del bombardeo y tres personas sobrevivieron heridas. Asimismo, se alega que con posterioridad al bombardeo, agentes colombianos estuvieron presentes en el campamento bombardeado por varias horas, durante las cuales habrían ejercido actos de autoridad respecto a las personas sobrevivientes y habrían dispuesto de algunos de los cuerpos de las personas muertas, así como de objetos encontrados en el lugar. 

102. Si bien en esta etapa no corresponde dar por probados los alegatos de la comunicación interestatal, la Comisión observa que no existe desacuerdo entre las partes en que miembros de las fuerzas armadas colombianas incursionaron en territorio ecuatoriano el 1 de marzo de 2008, estuvieron presentes en un campamento ubicado en Angostura, Ecuador y se llevaron los cuerpos de alias “Raúl Reyes” y de Franklin Guillermo Aisalla Molina a territorio colombiano. Asimismo, según lo alegado en la denuncia y no controvertido por el Estado de Colombia, durante las horas que permanecieron en el campamento de Angostura, los oficiales colombianos tuvieron bajo su control a las personas sobrevivientes, a los cuerpos de las personas fallecidas y los objetos del campamento. En consecuencia, la Comisión considera que tiene indicios suficientes para concluir que en el presente caso, el Estado de Colombia ejerció jurisdicción extraterritorial sobre la zona sujeta al ataque.
103. Por lo anterior, la Comisión concluye que tiene competencia ratione loci para conocer esta comunicación interestatal por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían sido cometidas por agentes estatales de un Estado Parte de dicho instrumento en territorio de otro Estado Parte.

2. Competencia ratione personae

104. La Comisión toma nota de que el Estado de Colombia es un Estado Parte en la Convención Americana desde el 31 de julio de 1973, fecha en que depositó su instrumento de ratificación, mientras que el Estado de Ecuador es un Estado Parte en la Convención Americana desde el 8 de diciembre de 1977, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. Asimismo, los Estados Partes de la Convención se encuentran facultados por el artículo 45 de la Convención Americana para presentar ante la CIDH comunicaciones en las que aleguen que otro Estado Parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en la Convención, siempre y cuando hayan declarado que reconocen la competencia de la Comisión para recibir y examinar tales comunicaciones. 
105. El Estado de Ecuador alega que la Comisión Interamericana tiene competencia rationae personae para conocer la presente petición. Agrega que el Estado de Colombia tiene legitimación pasiva por haber reconocido la competencia de la CIDH para conocer denuncias interestatales el 21 de junio de 1985. Asimismo, sostiene que el Estado de Ecuador tiene legitimación activa por haber aceptado la competencia de la Comisión prevista en el artículo 45 de la Convención Americana el 4 de julio de 1984.
 Agrega que los hechos materia de la petición habrían sido cometidos en perjuicio del Sr. Franklin Guillermo Aisalla Molina, ciudadano ecuatoriano y sus familiares.
106. La Comisión observa que en el presente caso se cumplen los requisitos de legitimación activa y pasiva para presentar comunicaciones interestatales, dado que el Estado de Ecuador depositó su instrumento de aceptación de la competencia de la CIDH contemplada en el artículo 45 de la CADH el 13 de agosto de 1984, en tanto que Colombia depositó su instrumento de aceptación de la referida competencia de la Comisión el 21 de junio de 1985. 

107. En consecuencia, en consonancia con el análisis y la conclusión respecto a la competencia en razón del lugar, la Comisión concluye que tiene competencia ratione personae para conocer la presente comunicación interestatal ya que la petición señala como presunta víctima a un individuo que, según lo alegado, se encontraba bajo el control y autoridad de agentes estatales colombianos y por lo tanto, correspondía al Estado de Colombia respetarle y garantizarle a éste los derechos consagrados  en la Convención Americana. 

3. Competencia ratione temporis

108. Le corresponde a la Comisión analizar en esta sección si los hechos alegados en la petición tuvieron lugar cuando la obligación de respetar y garantizar los derechos establecidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado colombiano y cuando se había establecido ya la competencia de la Comisión para examinar las alegaciones de violación a la Convención en el marco de una comunicación interestatal. 

109. En primer lugar, la Comisión observa que, conforme al inciso tercero del artículo 45 de la Convención Americana, los Estados tienen la facultad de limitar su declaración de reconocimiento de la competencia de la Comisión Interamericana para que ésta rija por tiempo indefinido, por un período determinado o para casos específicos. En relación con los dos Estados involucrados en la presente comunicación interestatal, la CIDH observa que ninguno de ellos utilizó su facultad de establecer limitaciones temporales ni de ningún otro tipo a la competencia de la Comisión. 
110. De tal forma, las limitaciones temporales a la competencia de la Comisión son únicamente las establecidas en la misma Convención. La Convención Americana claramente establece que tanto el Estado que presenta la comunicación como el Estado contra quien ésta es presentada deben haber reconocido la competencia de la Comisión para tramitar comunicaciones entre Estados con el fin de que la Comisión pueda ejercer su competencia en un caso específico. En el caso de autos, ambos Estados han reconocido esta competencia. 

111. Ahora, para establecer a partir de qué momento rige la competencia de la Comisión para conocer la denuncia de un Estado Parte en contra de otro Estado Parte, debe verificarse la condición de reciprocidad que debe regir las comunicaciones entre Estados. Lo anterior, en virtud de que la misma Convención ha establecido que las comunicaciones entre Estados sólo se pueden admitir y examinar si son presentadas por un Estado Parte que haya hecho una declaración de reconocimiento de la competencia de la Comisión para conocer comunicaciones entre Estados, y si son presentadas contra un Estado parte que haya hecho tal declaración.
 

112. Considerando las fechas de depósito de los instrumentos de aceptación de la competencia de la Comisión para recibir y examinar comunicaciones entre Estados por parte de los Estados de Ecuador y de Colombia, y en virtud de que los hechos alegados habrían ocurrido el 1 de marzo de 2008, la Comisión observa que tiene competencia ratione temporis para conocer la presente denuncia.
4. Competencia ratione materiae
113. De acuerdo al Estado de Ecuador, la CIDH tiene competencia rationae materiae, pues en la denuncia se alega la violación de los artículos 4.1, 8.1 y 8.2 y 25.1 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana.
114. Por su parte, el Estado de Colombia sostiene que el artículo 45 de la Convención Americana sólo faculta a la CIDH para conocer comunicaciones interestatales que versen sobre violaciones a los derechos contenidos en dicho instrumento y que los hechos de la operación “Fénix”, así como la muerte del Sr. Franklin Aisalla se rigen por el Derecho Internacional Humanitario (en adelante “DIH”). En este sentido, afirma el Estado colombiano que el DIH tiene una regulación más detallada para la protección de los derechos humanos durante el conflicto armado y que como ley especial, deroga a la ley más general, que a su consideración en este caso sería el derecho internacional de los derechos humanos.

115. Agrega que es solo a través del DIH que se puede “establecer si la privación del derecho a la vida de un individuo que se dio como consecuencia de la conducción de hostilidades asociadas a una operación militar que a su vez se enmarca en el contexto de un conflicto armado, fue arbitraria o no.”
 Afirma el Estado colombiano que en consecuencia, la Comisión carece de competencia rationae materiae para conocer la presente petición interestatal.
116. Antes de determinar la competencia rationae materiae de la Comisión para conocer el presente caso, se estima necesario aclarar la interrelación entre el derecho internacional de los derechos humanos y el DIH, así como la base jurídica que permite a la CIDH interpretar disposiciones pertinentes de la Convención Americana tomando como referencia las normas del Derecho Internacional Humanitario.
117. Al igual que otros instrumentos universales y regionales de derechos humanos, la Convención Americana y los Convenios de Ginebra de 1949 comparten un núcleo común de derechos no suspendibles y el objetivo común de proteger la integridad física y la dignidad inherente al ser humano.
 
118. Es así como tanto el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra como el artículo 4 de la Convención Americana protegen el derecho a la vida y en consecuencia, prohíben las ejecuciones extrajudiciales en cualquier circunstancia. Por lo tanto, las denuncias que aleguen privaciones arbitrarias del derecho a la vida, atribuibles a agentes del Estado, están claramente dentro de la competencia de la Comisión Interamericana, pero de resultar establecida la existencia de un conflicto armado, resulta indispensable acudir al DIH como fuente de interpretación autorizada que permita aplicar la Convención Americana con una debida consideración de las características particulares de esta situación.
119. La Corte Interamericana ha señalado que “hay efectivamente equivalencia entre el contenido del artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949 y el de las disposiciones de la Convención Americana y de otros instrumentos internacionales acerca de los derechos humanos inderogables (tales como el derecho a la vida y el derecho a no ser sometido a torturas ni a tratos crueles, inhumanos o degradantes)”
 y reiteró “que las disposiciones relevantes de los Convenios de Ginebra pueden ser tomados en cuenta como elementos de interpretación de la propia Convención Americana”
.
120. Por su parte, la Comisión ha determinado que: 
L]a Comisión entiende que la circunstancia de que algunos de los hechos denunciados, hubiesen ocurrido en el contexto de un conflicto armado, no excluye la facultad de esta Comisión de pronunciarse sobre los mismos. El propio artículo 27 de la Convención, permite la suspensión de ciertos derechos en el contexto de conflictos armados pero en modo alguno suspende la vigencia de la Convención en su integridad ni priva a esta Comisión de sus atribuciones. Todo ello, sin perjuicio de que en la etapa de fondo, la CIDH deba analizar las obligaciones del Estado emanadas de la Convención, a la luz de las normas del derecho internacional humanitario que serán utilizadas como parte de interpretación en tanto lex specialis.
  
121. Por su complementariedad y el hecho de que ambas normativas se basan en los mismos principios y valores, el derecho internacional de los derechos humanos y el DIH pueden influirse y reforzarse mutuamente, siguiendo como método de interpretación el consagrado en el artículo 31.3 (c) de la Convención de Viena sobre el derecho de los Tratados, que establece que al interpretar una norma debe considerarse “toda norma pertinente del derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes”.
 De lo anterior se desprende que el derecho internacional de los derechos humanos puede ser interpretado a la luz del DIH y éste último a su vez, puede ser interpretado a la luz del derecho internacional de los derechos humanos, de resultar requerido.
122. De esta manera, aunque la lex specialis respecto a hechos que tienen lugar en el contexto de un conflicto armado es el DIH, ello no significa que el derecho internacional de los derechos humanos no se aplique. Al contrario, lo que significa es que al aplicar el derecho de los derechos humanos, en este caso la Convención Americana, se recurre al DIH para efectos de interpretación como normativa específica que rige en un conflicto armado.
  
123. La Comisión Interamericana está obligada por su Estatuto a examinar las denuncias que alegan la violación de un derecho protegido en el marco de la Convención o Declaración Americanas. El hecho de que la resolución de tal denuncia pueda requerir referencia a otro tratado no impide la jurisdicción, y la Corte Interamericana ha respaldado la práctica de la Comisión de invocar "otros tratados relacionados con la protección de los derechos humanos" en sus resoluciones e informes
. Si la Comisión declinara ejercer jurisdicción en tal caso, arriesgaría dejar sin protección ciertos derechos fundamentales, en contravención con el mandato que se le ha encomendado
.

124. Esta aproximación de la Comisión y de la Corte Interamericanas es consistente con el derecho internacional general. Como lo expresa la Corte Internacional de Justicia en su opinión consultiva sobre el muro:

Más en general, la Corte considera que la protección que ofrecen los convenios y convenciones de derechos humanos no cesa en caso de conflicto armado, salvo en caso de que se apliquen disposiciones de suspensión como las que figuran en el artículo 4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En cuanto a la relación entre el derecho internacional humanitario y el derecho de los derechos humanos, pueden presentarse tres situaciones: algunos derechos pueden estar contemplados exclusivamente en el derecho internacional humanitario, otros pueden estar contemplados exclusivamente en el derecho de los derechos humanos, y otros pueden estar contemplados en ambas ramas del derecho internacional. Para responder a la cuestión que se le ha planteado, la Corte tendrá que tomar en consideración ambas ramas del derecho internacional, es decir, el derecho de los derechos humanos y, como lex specialis, el derecho internacional humanitario.

125. En el presente caso, el Estado peticionario alega la presunta ejecución extrajudicial de un ciudadano ecuatoriano por agentes del Estado Colombiano, en el contexto de un operativo militar en territorio de Ecuador. Por lo tanto, las normas del DIH pueden ser relevantes, dependiendo de las circunstancias establecidas, para definir si la alegada privación de la vida de Franklin Guillermo Aisalla Molina fue "arbitraria" o no de acuerdo con el artículo 4.1 de la Convención. 

126. En virtud de las anteriores consideraciones, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la comunicación interestatal se alegan violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 
D.
Otros requisitos de admisibilidad de la comunicación interestatal 

1.
Caracterización de los hechos alegados
127. Corresponde a la Comisión Interamericana determinar si los hechos descritos en la comunicación interestatal caracterizan violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana, conforme a los requerimientos del artículo 47.b, o si la petición, conforme al artículo 47.c, debe ser rechazada por ser “manifiestamente infundada” o por resultar “evidente su total improcedencia”.  En esta etapa procesal corresponde a la CIDH hacer una evaluación prima facie, no con el objeto de establecer presuntas violaciones a la Convención Americana, sino para examinar si la petición denuncia hechos que potencialmente podrían configurar violaciones a derechos garantizados en la Convención Americana.  Este examen no implica prejuzgamiento ni anticipo de la opinión sobre el fondo del asunto.
128. En ese sentido, la Comisión Interamericana observa que, en caso de ser probados los alegatos del Estado de Ecuador en relación a la supuesta privación arbitraria de la vida del Sr. Franklin Guillermo Aisalla Molina por miembros de las fuerzas armadas de Colombia, dicho hecho podría caracterizar violaciones al artículo 4 de la Convención Americana.  Asimismo, podría caracterizar una violación al derecho a la integridad personal de los familiares de la presunta víctima en razón al sufrimiento causado por su muerte y las circunstancias en que ésta habría tenido lugar. Por otra parte, de ser probado que la alegada ejecución extrajudicial permanece en la impunidad en virtud de la ausencia de una investigación eficaz y tomando en cuenta el supuesto sufrimiento que habría causado la alegada denegación de justicia a los familiares directos de la presunta víctima, la CIDH considera que podría caracterizarse una violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en perjuicio de los señores Teresa Molina, Guillermo Aisalla y Marco Molina, así como de los demás familiares de la presunta víctima que puedan ser identificados en la etapa de fondo. La CIDH considera admisibles todos los artículos de la Convención Americana mencionados anteriormente en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.

129. A partir de este análisis de la comunicación interestatal, la Comisión considera que las alegaciones del Estado de Ecuador no están comprendidas en las hipótesis de los incisos (b) y (c) del artículo 47 de la Convención Americana y por lo tanto, satisface estos requisitos de admisibilidad exigidos por la Convención.  
2.
Duplicidad de procedimientos y cosa juzgada 
130. La Comisión entiende que la materia de la comunicación interestatal no está pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni reproduce una petición o comunicación ya examinada por este u otro organismo internacional.  Por lo tanto, los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención se encuentran satisfechos.
3. Agotamiento de los recursos internos 
131. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una comunicación presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 45 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional. Es preciso aclarar que la regla del agotamiento de los recursos internos se aplica en principio tanto a comunicaciones entre Estados como a peticiones individuales.

132. El requisito de agotamiento previo se aplica cuando en el sistema nacional están efectivamente disponibles recursos que son adecuados y eficaces para remediar la presunta violación. En este sentido, el artículo 46.2 especifica que el requisito no se aplica cuando no exista en la legislación interna el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión; o si la presunta víctima no tuvo acceso a los recursos de la jurisdicción interna; o si hay retardo injustificado en la decisión sobre dichos recursos.  Según lo establecido por el artículo 31 del Reglamento de la Comisión, cuando el peticionario alega una de estas excepciones, corresponde al Estado demandado demostrar que los recursos internos no han sido agotados, a menos que ello se deduzca claramente del expediente.  

Alegaciones de las partes en relación con el requisito de agotamiento de los recursos internos: 
133. Corresponde a la CIDH analizar, en primera instancia, las alegaciones de las partes en relación con el agotamiento de los recursos internos. Según el Estado de Ecuador, en el presente caso, al tratarse de una violación al derecho a la vida, era deber del Estado de Colombia iniciar de oficio la investigación penal para establecer las circunstancias en las que falleció el Sr. Franklin Guillermo Aisalla Molina, así como las responsabilidades de la misma.

134. Agrega que de acuerdo a lo descrito en el certificado de defunción y el registro civil expedidos por autoridades colombianas, Colombia “asumió y declaró que la muerte de Franklin Aisalla Molina, ocurrió en territorio colombiano”.
 Asimismo, sostiene que era responsabilidad del Estado colombiano impulsar las investigaciones ya que se trataba de un hecho que atentaba contra la vida y por lo tanto, era perseguible de oficio. Alega el Estado ecuatoriano que si Colombia señaló en registros oficiales que la muerte del Sr. Aisalla ocurrió en territorio colombiano, su deber era impulsar el proceso penal hasta las últimas consecuencias, como parte de su deber de preservar el orden público. 

135. El Estado de Ecuador alega en su petición interestatal que, según información proporcionada por la Fiscalía General de la Nación de Colombia el 4 de diciembre de 2008, a la  fecha de tal comunicación no se habían iniciado investigaciones respecto a la muerte de la presunta víctima por haber ocurrido los hechos en territorio ecuatoriano.
 Asimismo, sostiene que la Dirección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar colombiana informó el 1 de diciembre de 2008 que no existía ninguna investigación en el fuero militar por estos hechos. Agrega que por su parte, la Procuraduría General de la Nación habría informado en fechas 20 de noviembre y 1 de diciembre de 2008, que en esa instancia no se adelantaba ningún proceso de carácter disciplinario.
 
136. Además, señala el Estado ecuatoriano en su denuncia que el 17 de marzo de 2008, por orden del Ministro Fiscal General del Estado, fue remitida una solicitud de asistencia penal internacional a Colombia para que informara y remitiera toda la documentación referente al ataque realizado por las fuerzas armadas de dicho país al campamento de las FARC el 1 de marzo de 2008, incluyendo “la nómina de oficiales y demás personal que participó en dicha operación militar, así como la persona que lo comandó”.
 De acuerdo al Estado peticionario, dicha solicitud de asistencia penal internacional se habría reiterado en varias ocasiones sin que las autoridades colombianas hayan dado respuesta a los requerimientos formulados, por lo que considera que éstas han obstruido la acción de la justicia en Ecuador pues no habrían permitido ni posibilitado “la individualización e identificación del personal que actuó como autor material o intelectual de la ejecución extrajudicial; de Franklin Guillermo Aisalla Molina”.

137. Posteriormente, a raíz de las observaciones presentadas por el Estado de Colombia a la petición Interestatal, según las cuales se habría iniciado una investigación de oficio por los hechos ocurridos el 1 de marzo de 2008, el Estado ecuatoriano afirmó que la denuncia interestatal se presentó con base en que 9 meses después de ocurrida la muerte del Sr. Aisalla Molina, las autoridades colombianas habían afirmado que no existía investigación alguna por este hecho y que no fue sino hasta poco después de transmitida la denuncia interestatal al Estado de Colombia que la Fiscalía General de la Nación de dicho país emitió un comunicado informando que desde el 1 de marzo de 2008 se desarrollaba una indagación respecto al Sr. Aisalla Molina.
 
138. De acuerdo al Estado de Ecuador, la contradicción del Estado de Colombia respecto a la existencia de una investigación judicial por los hechos materia de la comunicación interestatal “tiene efectos en el ámbito internacional y contraviene los principios de derecho internacional público y de derecho internacional de los derechos humanos”
. En este sentido, alega que esta doble postura modificó la situación jurídica de los familiares del Sr. Aisalla pues la inexistencia de la investigación era un fundamento fáctico y jurídico para reclamar ante el sistema interamericano. Asimismo, sostiene el Estado peticionario que mediante esta doble postura, el Estado de Colombia vulnera el principio de lealtad entre las partes que debe regir en todo proceso.
139. Afirma el Estado ecuatoriano que existe por parte de Colombia un retardo injustificado de dos años para realizar una investigación seria y efectiva, por lo cual se configura la excepción al agotamiento de recursos internos prevista en el artículo 46.2 (c) de la Convención Americana.

140. Por otra parte, alega el Estado de Ecuador que el Estado denunciado inició una investigación penal inefectiva y excluyente de las víctimas del presente caso y por ello no existe el debido proceso legal para la protección  de los derechos conforme al artículo 46.2 (a) de la CADH. Al respecto, sostiene que se ha excluido en dos ocasiones a los familiares de la presunta víctima de participar en el proceso penal seguido por los hechos denunciados en la presente petición: la primera vez, cuando en respuesta a la solicitud formulada por los padres del Sr. Aisalla ante la Fiscalía General de la Nación de Colombia el 12 de noviembre de 2008, este órgano informó que no existía investigación por la muerte de la presunta víctima y la segunda vez, cuando el 30 de julio de 2009 la Fiscalía colombiana se retractó y afirmó que sí se adelanta una indagación por la muerte del Sr. Aisalla Molina. Agrega Ecuador que hasta el momento los familiares del Sr. Aisalla no se han incluido en el proceso seguido en Colombia ni han sido informados al respecto.
 Por último, afirma el Estado ecuatoriano que la ineficacia del proceso penal en Colombia es previsible en razón a las declaraciones públicas realizadas por altas autoridades de dicho país, así como con el manejo dado por las autoridades colombianas a la escena del crimen.

141. Por su parte, el Estado de Colombia afirma que la presente comunicación interestatal debe ser declarada inadmisible por la Comisión pues los recursos internos ante la justicia colombiana no han sido agotados. Alega el Estado de Colombia que la Fiscalía General de la Nación de dicho país inició ex officio una investigación el mismo día de ocurridos los hechos de la localidad de Angostura, incluida la muerte del Sr. Franklin Aisalla. Asimismo, sostiene que la investigación penal que cursa por los hechos mencionados es un recurso judicial que permitirá esclarecer lo sucedido el 1 de marzo de 2008 y de ser el caso, sancionar a los responsables
.

142. Agrega que la investigación penal es actualmente adelantada por la Fiscalía 20 de la Unidad Antiterrorismo de la Fiscalía General de la Nación, lo cual habría sido informado al Estado de Ecuador el 3 de abril de 2008
. Asimismo, sostiene que el Estado de Ecuador estuvo informado en todo momento de dicha investigación y que la muerte del Sr. Aisalla Molina estaba siendo investigada en el marco de dicho proceso, lo cual, de acuerdo al Estado colombiano, constaría en pronunciamientos de la propia Procuraduría General de Ecuador anteriores a la petición interpuesta ante la CIDH.

143. Colombia alega que desde un primer momento manifestó su desconcierto con el hecho de que Ecuador alegara en su petición la supuesta inexistencia de investigación penal en Colombia, pues en virtud de la asistencia judicial solicitada por Ecuador y prestada por el Estado colombiano, Ecuador tenía pleno conocimiento de la existencia de la investigación penal adelantada por la Fiscalía General de la Nación de Colombia. Agrega el Estado colombiano que entre ambas naciones existió una relación de asistencia mutua en materia penal en cuyo marco Colombia habría cumplido a cabalidad con las solicitudes presentadas que se encontraban acordes con el Convenio de Asistencia Mutua en materia penal.

144. En cuanto a las alegaciones de Ecuador sobre una supuesta doble postura del Estado de Colombia, sostiene este último que si bien es cierto que respecto al derecho de petición mediante el cual se solicitó información sobre la investigación la Dirección Nacional de Fiscalías de Colombia informó inicialmente que no había registro de investigaciones que se hubiesen iniciado por el homicidio del Sr. Aisalla Molina, en comunicación posterior, esa misma entidad habría complementado su respuesta y aclarado que la investigación que se adelantaba está identificada bajo el nombre de Luís Edgar Devia Silva, alias “Raúl Reyes”, pero también indaga por la muerte del Sr. Aisalla Molina.
 

145. Asimismo, sostiene el Estado colombiano que el 3 de abril de 2008 le envió a Ecuador una carta rogatoria mediante la que le informó sobre la actuación penal que adelantaba la Fiscalía General de Colombia por los hechos ocurridos el 1 de marzo de 2008. Agrega Colombia que en dicha carta le solicitó a las autoridades judiciales de Ecuador prestar asistencia judicial penal mediante la autorización para la presencia del Fiscal encargado del caso y dos funcionarios de Policía Judicial, así como remitir al Estado de Colombia cierta información. Alega Colombia que el Estado de Ecuador no sólo respondió a la solicitud de Colombia, sino que permitió que el Fiscal encargado de la investigación de los hechos en Colombia y sus asistentes se desplazaran a ese país.
 

146. Alega el Estado de Colombia que aclarada la información, el Estado de Ecuador no puede afirmar que Colombia ha tenido una doble postura respecto a la existencia de una investigación penal ni pretender atribuirle consecuencias procesales a dicha supuesta doble postura. Asimismo, señala que “la contradicción que podría llamar la atención de la CIDH” es la de Ecuador al “reconocer la existencia de la investigación penal por medio de la referencia de documentos contenidos dentro del expediente investigativo, así como su participación en los canales de cooperación judicial y luego desconocer su existencia sobre la base de una supuesta prueba extra proceso, como es el documento de respuesta al derecho de petición”.
 
147. Respecto a las alegaciones de Ecuador sobre la ineficacia ostensible de la investigación penal que se adelanta en Colombia por los hechos del presente caso, sostiene el Estado de Colombia que las afirmaciones realizadas por autoridades colombianas y citadas por Ecuador en su denuncia interestatal, no afectan la investigación que por los hechos cursa la Fiscalía ni la independencia del poder público judicial de Colombia.
 El Estado colombiano alega que ha demostrado el inicio oportuno de la investigación penal, así como la actuación diligente en el marco de la misma. Agrega que para evaluar la razonabilidad del plazo en el que se ha desarrollado la investigación penal se debe considerar tres elementos: la complejidad del asunto, la actividad procesal del interesado y la conducta de las autoridades judiciales. 

148. Sostiene el Estado denunciado que la complejidad del presente asunto obedece a que la investigación penal se refiere a todos los hechos de la Operación “Fénix”, lo cual incluye a otras dos víctimas mortales, además del Sr. Franklin Aisalla Molina (el soldado colombiano Carlos Edison Hernández León y Luís Edgar Devia, alias “Raúl Reyes”), a una víctima herida (Andrés Escobar Buriticá), a dos víctimas indirectas (Ulvio Hernández Burbano, padre de Carlos Edison Hernández León y Guillermo Aisalla, padre de Franklin Guillermo Aisalla), así como a otras víctimas directas aún por identificar y para lo cual se ha solicitado colaboración judicial a las autoridades ecuatorianas que hicieron la inspección de los 19 cadáveres de personas fallecidas en los hechos
. 

149. Además, alega el Estado colombiano que la complejidad de la investigación resulta también de la necesidad de incluir el análisis de si hubo o no exceso en el uso de la fuerza, de si se trató de un objetivo militar o no y de la determinación de responsabilidad de algunas de las víctimas en conductas que atentan contra la seguridad pública, a través del estudio del disco duro del computador y de otros elementos recolectados en el lugar de los hechos
. Asimismo, el Estado colombiano alega la imposibilidad de las autoridades judiciales colombianas para adelantar la recolección de material probatorio en el lugar de los hechos y la escasa colaboración de Ecuador y sostiene que ello ha hecho que la investigación se torne aun más compleja.

150. Por último, afirma que se ha demostrado que la investigación sobre los hechos denunciados en la comunicación interestatal se ha desarrollado en un plazo razonable y atendiendo sus especificidades
 y que el hecho de que a la fecha no se tengan responsables individualizados no significa en modo alguno que la investigación adelantada por parte de las autoridades competentes no haya sido diligente.
 

151. Por lo anterior, concluye el Estado de Colombia que no es posible afirmar que se configura un retardo injustificado en la conducción de la investigación penal y alega que por lo tanto, no es aplicable la excepción a la falta de agotamiento de los recursos internos contemplada en el artículo 46.2.c de la Convención Americana.
Consideraciones de la Comisión en relación al agotamiento de los recursos internos.

152. La regla del previo agotamiento tiene como fin último el dar una oportunidad a las autoridades nacionales de conocer sobre la supuesta violación de un derecho protegido en la Convención y aplicar los mecanismos existentes en la jurisdicción interna para remediar la situación antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

153. Para analizar el cumplimiento del requisito de agotamiento de los recursos internos, la Comisión debe determinar cuál es el recurso adecuado a agotarse según las circunstancias del caso, entendiendo por tal, aquél que pueda solucionar la situación jurídica infringida
 En los casos en los que se alegue una privación arbitraria del derecho a la vida, el recurso adecuado es la investigación y el proceso penal iniciado e impulsado de oficio por el Estado para identificar y sancionar a los responsables
.

154. Con relación al alegado retardo injustificado, la CIDH analiza las circunstancias particulares en cada caso para determinar si se ha producido una demora indebida. Como regla general, la Comisión determina que “una investigación penal debe realizarse con prontitud para proteger los intereses de las víctimas y preservar la prueba”
. Para establecer si una investigación ha sido realizada “con prontitud”, la Comisión considera una serie de factores, tales como el tiempo transcurrido desde que se cometió el delito, si la investigación ha pasado de la etapa preliminar, las medidas que han adoptado las autoridades y la complejidad del caso
.

155. El Estado de Colombia ha alegado la excepción de falta de agotamiento de los recursos internos desde su primera comunicación a la Comisión, justificando su procedencia en que inició la investigación penal correspondiente y que ésta ha avanzado en la medida de lo posible, dada la complejidad de los hechos. 
156. Corresponde señalar que en el caso bajo análisis, dado que se alega la presunta privación arbitraria de la vida de una persona, Franklin Guillermo Aisalla Molina, el recurso adecuado a nivel interno es la investigación y el proceso penal, investigación que según lo alegado por el Estado colombiano y la información que consta en el expediente, ha sido iniciada bajo el radicado No. 865686107570200880264. Sin embargo, observa la Comisión que el Estado de Colombia no proporciona ninguna información actualizada sobre el avance de dicha investigación que permita concluir que las autoridades judiciales están actuando de forma diligente. En sus argumentos sobre diligencias realizadas, el Estado denunciado se limita a señalar las distintas solicitudes de asistencia penal internacional elevadas a las autoridades ecuatorianas, sin describir las actuaciones que a nivel interno está realizando con el fin de determinar las circunstancias de los hechos y los posibles responsables a más de dos años y medio de ocurridos los hechos.
157. Cuando un Estado alega la complejidad de un hecho como elemento a tener en cuenta al momento de determinar la existencia o no de un retardo injustificado y de evaluar si las autoridades han actuado con diligencia en las investigaciones, debe explicar concretamente de qué manera la complejidad y las demás dificultades han generado el retraso
. 
158. Considerando que para decidir sobre el agotamiento de los recursos internos, la Comisión no tomará en cuenta el estado de los procesos internos al momento en que recibió la petición, sino al momento de emitir su Informe y que a lo largo del trámite de la comunicación interestatal ante la Comisión, se ha recibido información muy limitada en relación con el trámite judicial interno del caso relacionado con esta comunicación, la Comisión considera que el Estado de Colombia faltó a la carga de la prueba que le corresponde sobre la efectividad de los recursos internos cuando el peticionario alega alguna de las excepciones del artículo 46.2 de la Convención Americana
.
159. Por otra parte, en la etapa de fondo la Comisión analizará en detalle si en el transcurso de la investigación penal por los hechos objeto de la presente denuncia, el Estado colombiano ha provisto un recurso efectivo con las debidas garantías a los familiares de la presunta víctima.

160. La Comisión considera que los anteriores elementos son suficientes para concluir que, en relación a los hechos que rodearon la muerte de Franklin Guillermo Aisalla Molina, se ha configurado un retardo injustificado en la investigación penal. En consecuencia, el Estado de Ecuador se encuentra eximido del requisito de agotamiento de los recursos internos en virtud del artículo 46.2.c de la Convención Americana.

4. Plazo de presentación 

161. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención, para que una petición o comunicación pueda ser admitida, debe presentarse dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la parte denunciante fue notificada de la decisión definitiva dictada a nivel nacional.  La norma de los seis meses garantiza certidumbre y estabilidad jurídica una vez que una decisión ha sido adoptada.  

162. El artículo 46.1.b de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.  Esta regla no tiene aplicación cuando la Comisión encuentra que se ha configurado alguna de las excepciones al agotamiento de los recursos internos consagradas en el artículo 46.2 de la Convención.  En tales casos, la Comisión debe determinar si la petición fue presentada en un tiempo razonable de conformidad con el artículo 32 de su Reglamento.
163. En las las circunstancias del presente caso, la CIDH se pronunció supra sobre la aplicabilidad a estos hechos de una excepción a la regla del agotamiento de los recursos internos, por lo que corresponde determinar si la petición fue presentada dentro de un plazo razonable.  Al respecto, la Comisión Interamericana observa que, en principio, es en el momento de la aprobación del informe sobre la admisibilidad cuando se debe constatar si están reunidos los requisitos que corresponden a tal etapa.  Por tanto, teniendo en cuenta las circunstancias del presente caso, particularmente la fecha de la muerte de la presunta víctima y el trámite de la investigación penal, la Comisión Interamericana concluye que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y tiene por cumplido el requisito del artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH.
V.
CONCLUSIONES

164. Con fundamento en el análisis que precede, la Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el Estado de Ecuador en contra del Estado de Colombia sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana en concordancia con el artículo 1.1 del mismo instrumento y que dichos reclamos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 45, 46 y 47 de la Convención Americana.
165. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:
1. Declarar admisible la presente petición conforme al artículo 46.a de la Convención.
2. Notificar esta decisión a las partes.

3. Publicar el presente informe en su Informe Anual.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 21 días del mes de octubre de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, y José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión. 
� El Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17(2)(a) del Reglamento de la Comisión.


� Comunicación interestatal presentada por el Estado de Ecuador en contra del Estado de Colombia el 11 de junio de 2009, página 1.


� Declaración del 30 de julio de 1984 firmada por el Ministro de Relaciones Exteriores de Ecuador, Luís Valencia Rodríguez. El depósito de este instrumento de aceptación en la Secretaría General de la OEA fue realizado el 13 de agosto de 1984.


� Instrumento de aceptación del 8 de mayo de 1985 firmado por el Presidente de la República de Colombia, Belisario Betancur y refrendada por el Ministro de Relaciones Exteriores de Colombia, Augusto Ramírez Ocampo. El depósito de este instrumento de aceptación en la Secretaría General de la OEA fue realizado el 21 de junio de 1985.


� Actual artículo 50 en el reglamento vigente de la Comisión Interamericana.


� Dicha solicitud fue reiterada por el Estado de Ecuador mediante comunicación del 20 de enero de 2010.


� En concordancia con el artículo 18.2.a. del Reglamento de la CIDH, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil no participó en la referida audiencia por encontrarse impedido debido a su nacionalidad.


� Mediante nota del 24 de marzo de 2010, la Comisión transmitió al Estado de Colombia la grabación en dos DVD’s de la audiencia celebrada el 19 de marzo de 2010 respecto a la PI-2. Asimismo, en fecha 19 de abril de 2010, la CIDH transmitió al Estado de Ecuador la grabación de la referida audiencia en dos DVD’s.


� El Estado de Ecuador estuvo representado en la audiencia pública por el Procurador General de la Nación, Diego García Carrión; el Director de Derechos Humanos de la Procuraduría;  así como por los abogados de la Dirección de Derechos Humanos de la Procuraduría General de la Nación Rodrigo Durango, Alonso Fonseca, Gabriela León, y Carlos Espin.


� El Estado de Colombia, en su escrito de fecha 20 de octubre de 2009, solicita específicamente que se excluya de análisis los hechos expuestos en los siguientes párrafos de la petición interestatal: i) párrafos 1 al 14 y 45 al 53 “dado que dichos párrafos versan sobre la preparación y desarrollo de la Operación Fénix, cuestión que excede el objeto de la petición”; ii) párrafos 12 al 16 “donde se narran los supuestos enfrentamientos que hubo entre miembros de la Fuerza Pública colombiana e insurgentes de las FARC”; iii) párrafos 17 al 24, 31 al 33 y 41 al 44 , “por tratar temas relacionado con el operativo militar, con eventuales víctimas del ataque diferentes al señor Aisalla y/o con el supuesto comportamiento que tuvieron miembros de la Fuerza Pública colombiana con respecto a personas que estuvieron presentes durante la Operación, diferentes al Señor Aisalla Molina”; iv) párrafos 25 a 31 ën referencia al supuesto armamento y equipos militares utilizados en la Operación Fénix y su supuesto origen”; y v) párrafos 51 a 53 y 76 a 81 “por tratarse de temas ajenos a las presuntas violaciones de derechos humanos […] tales como la violación a la soberanía ecuatoriana y otros principios de derecho internacional; al igual que pronunciamientos políticos hechos por diferentes actores de la comunidad internacional frente a la Operación Fénix, o la crisis desatada como producto de dicho operativo militar”.Asimismo, el Estado de Colombia solicita que se excluyan de análisis y del “expediente internacional” algunos documentos presentados por el Estado de Ecuador como prueba de los hechos reflejados en los párrafos anteriormente citados.


� Vg. i) párrafos 1 al 14 y 45 al 53 “dado que dichos párrafos versan sobre la preparación y desarrollo de la Operación Fénix, cuestión que excede el objeto de la petición”; ii) párrafos 12 al 16 “donde se narran los supuestos enfrentamientos que hubo entre miembros de la Fuerza Pública colombiana e insurgentes de las FARC”; iii) párrafos 17 al 24, 31 al 33 y 41 al 44 , “por tratar temas relacionado con el operativo militar, con eventuales víctimas del ataque diferentes al señor Aisalla y/o con el supuesto comportamiento que tuvieron miembros de la Fuerza Pública colombiana con respecto a personas que estuvieron presentes durante la Operación, diferentes al Señor Aisalla Molina”; iv) párrafos 25 a 31 “en referencia al supuesto armamento y equipos militares utilizados en la Operación Fénix y su supuesto origen”; y v) párrafos 51 a 53 y 76 a 81 “por tratarse de temas ajenos a las presuntas violaciones de derechos humanos […] tales como la violación a la soberanía ecuatoriana y otros principios de derecho internacional; al igual que pronunciamientos políticos hechos por diferentes actores de la comunidad internacional frente a la Operación Fénix, o la crisis desatada como producto de dicho operativo militar”.Asimismo, el Estado de Colombia solicita que se excluyan de análisis y del “expediente internacional” algunos documentos presentados por el Estado de Ecuador como prueba de los hechos reflejados en los párrafos anteriormente citados.


� Supuesto Comandante del Bloque “Caribe” de las FARC.


� Alegado Miembro del Secretariado de las FARC.


� Comunicación de fecha 20 de octubre de 2009, Observaciones del Estado de Colombia a la petición interestatal PI-2, página 2.


� CIDH, Informe No. 11/07, Caso Interestatal 01/06, Nicaragua c. Costa Rica, 8 de marzo de 2007, párr. 127.


� Corte I.D.H., Asunto de Viviana Gallardo y otras. Serie A No.G 101/81, párrafo 22.


� Comunicación interestatal presentada por el Estado de Ecuador en contra del Estado de Colombia el 11 de junio de 2009, página 51, leída conjuntamente con la comunicación presentada por el Estado de Ecuador el 14 de julio de 2009, al hacer referencia a la rectificación del párrafo 93.


� Comunicación interestatal presentada por el Estado de Ecuador en contra del Estado de Colombia el 11 de junio de 2009, página 54.


� Comunicación de fecha 20 de octubre de 2009, Observaciones del Estado de Colombia a la petición interestatal PI-2, págs. 5 a 20.


� Comunicación de fecha 20 de octubre de 2009, Observaciones del Estado de Colombia a la petición interestatal PI-2, págs. 10 y 11.


� Comunicación de fecha 20 de octubre de 2009, Observaciones del Estado de Colombia a la petición interestatal PI-2, pág. 11.


� Comunicación del Estado de Colombia, DVAM.DIDHD.GOI. No. 31461/1312 de fecha 10 de junio de 2010, recibida por la CIDH el 14 de junio de 2010, párr. 30.


� Comunicación del Estado de Colombia, DVAM.DIDHD.GOI. No. 31461/1312 de fecha 10 de junio de 2010, recibida por la CIDH el 14 de junio de 2010, párrs. 37 a 39.


� Comunicación del Estado de Colombia, DVAM.DIDHD.GOI. No. 31461/1312 de fecha 10 de junio de 2010, recibida por la CIDH el 14 de junio de 2010, párr. 40.


� Comunicación del Estado de Colombia, DVAM.DIDHD.GOI. No. 31461/1312 de fecha 10 de junio de 2010, recibida por la CIDH el 14 de junio de 2010, párr. 49.


� Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 1969, art. 31.1


� Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 1969, art. 31.3 (c).


� Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, San José, Costa Rica, 7-22 de noviembre de 1969, Actas y Documentos, OEA/Ser.K/XVI/1.2, pág. 14.


� CIDH. Informe No. 109/99, Fondo, Caso 10.951, Coard y otros (Estados Unidos). 29 de septiembre de 1999, párr. 37. 


� CIDH, Informe No. 86/99, Caso 11.589, Armando Alejandre Jr y otros, Cuba, 13 de abril de 1999.


� Ver López Burgos c. Uruguay, Doc. ONU CCPR/C/13/D/52/1979, 29 de julio de 1981; Celiberti c. Uruguay, Doc. ONU CCPR/C/13/D/56/1979, 29 de julio de 1981; Observaciones Finales sobre Chipre, Doc. ONU CCPR/C/79/Add.39, 21 de septiembre de 1994, párr.3; Observaciones Finales sobre Israel, Doc. ONU CCPR/C/79/Add.93, 18 de agosto de 1998, párr.10; Observaciones Finales sobre Israel, Doc. ONU CCPR/CO/78/ISR, 21 de agosto de 2003, párr.11; Observaciones Finales sobre Bélgica, Doc. ONU CCPR/C/79/Add.99, 19 de noviembre de 1998, párr. 14; Observaciones Finales sobre los Países Bajos, Doc. ONU CCPR/CO/72/NET, 27 de agosto de 2001, párr. 8; y Observaciones Finales sobre Bélgica, Doc. ONU CCPR/CO/81/BEL, 12 de agosto de 2004, párr. 6.


� Observación General No. 31, Comentarios generales adoptados por el Comité de los Derechos Humanos, La índole de la obligación jurídica general impuesta, 80º período de sesiones, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.7 at 225 (2004), �párr. 10.


� CIJ, Opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre las consecuencias jurídicas de la construcción del muro en territorio palestino ocupado, 9 de Julio de 2004, párr. 109. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.icj-cij.org/homepage/sp/advisory/advisory_2004-07-09.pdf" ��http://www.icj-cij.org/homepage/sp/advisory/advisory_2004-07-09.pdf�


� CIJ, Case concerning Armed Activities on the Territory of the Congo (Democratic Republic of Congo v. Uganda), 19 de diciembre de 2005, párr.216. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.icj-cij.org/docket/files/116/10455.pdf" ��http://www.icj-cij.org/docket/files/116/10455.pdf�


� Corte EDH, Drozd y Janousek c. Francia y España, Sentencia del 26 de junio de 1992, párr. 91. Ver también las decisiones de la Comisión Europea de Derechos Humanos en relación a la admisibilidad de las peticiones 1611/62, X c. La República Federal de Alemania, 25 de septiembre de 1965; petición no. 6231/73, Hess c. Reino Unido, 28 de mayo de 1975; peticiones 6780/74 y 6950/75, Chipre c. Turquía, 26 de mayo de 1975; peticiones 7289/75 y 7349/76, X yY c. Suiza, 14 de julio de 1977; petición 9348/81, W. c. Reino Unido, 28 de febrero de 1983.


� Corte EDH, Ilascu y otros C. Moldavia y Rusia, [GC] No. 48787/99, julio 8 de 2004, párr. 311.


� Corte EDH, Loizidou c. Turquía (Objeciones preliminares), Sentencia del 23 de marzo de 1995, párr. 62 y Corte EDH, Loizidou c. Turquía, Sentencia del 18 de diciembre de 1996.


� Corte EDH, Loizidou c. Turquía (Objeciones preliminares), Sentencia del 23 de marzo de 1995, párr. 62.


� Corte EDH, Bankovic y otros c. Bélgica y otros, Sentencia del 12 de diciembre de 2001, párrs. 59-61.


� Corte EDH, Issa y otros c. Turquía, Sentencia del 16 Noviembre de 2004, párr. 71.


� CIDH. Informe No. 109/99, Caso 10.951, Coard y otros (Estados Unidos). 29 de septiembre de 1999, párr. 37; CIDH. Informe No. 14/94, Petición 10.951, Callistus Bernard y otros (Estados Unidos). 7 de febrero de 1994, párrs. 6 y 8; CIDH. Informe No. 31/93 caso 10.573, Salas (Estados Unidos), 14 de octubre de 1993, párr. 6.


� Corte EDH, Chipre c. Turquía, Sentencia del 10 de mayo de 2001, párr. 78.


� Comunicación interestatal presentada por el Estado de Ecuador en contra del Estado de Colombia el 11 de junio de 2009, página 50.


� CIDH, Informe No. 11/07, Caso Interestatal 01/06, Nicaragua c. Costa Rica, 8 de marzo de 2007, párr. 215. 


� Comunicación del Estado de Colombia, DVAM.DIDHD.GOI. No. 31461/1312 de fecha 10 de junio de 2010, recibida por la CIDH el 14 de junio de 2010, párr. 82.


� CIDH Informe No. 55-97, caso 11.137 Juan Carlos Abella (Argentina), 18 de noviembre de 1997, párr. 158. Ver también, Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, Comunicación 227/99- D.R. Congo c. Burundi, Ruanda y Uganda, 33ava sesión ordinaria de la Comisión Africana, mayo 2003, párrs. 64 y 65.
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